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1353-PLA-2017
Ref. SICE: 1324-17
28 de agosto de 2017
Magistrada

Doris Arias Madrigal, Coordinadora

Programa Justicia Restaurativa

Estimada señora:

En atención al oficio 119-PJR-2017, del 23 de agosto del 2017, en donde se solicita ampliar el informe 25-PLA-OI-2017 relacionado con el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, ante la posible aprobación del proyecto de ley de Justicia Restaurativa
, para determinar el ahorro presupuestario que significaría la implementación del citado proyecto en el Poder Judicial, a continuación le  presento los resultados de la información recopilada por la Licda. Arlene Ruiz Barrantes, Profesional 2 a.í. del Subproceso de Organización Institucional.

En primer término, es necesario mencionar que dentro de las variables analizadas en su oportunidad dentro del informe 25-PLA-OI-2017
 elaborado por la Dirección de Planificación, se consideró la cantidad de asuntos ingresados durante el 2015 en las Fiscalías a nivel nacional, excepto las que contaban con el Programa de Justicia Restaurativa, con la finalidad de determinar las zonas en donde potencialmente se podía implementar el programa en los ejes temáticos de Penal, Penal Juvenil y Flagrancia. Con base en ese análisis se determinó, con la participación del personal del Programa de Justicia Restaurativa, que en las zonas de Santa Cruz, Liberia, Cañas, Corredores, Golfito, Coto Brus, Puntarenas, Quepos, Garabito, San Carlos y La Fortuna, el programa en materia Penal
 potencialmente podría atender el 40% de los asuntos ingresados en las Fiscalías de esas zonas. 
No obstante, para que ese 40% sea factible implementarlo en el procedimiento de Justicia Restaurativa, se requiere que los procesos penales cumplan con los requerimientos estipulados en el proyecto de ley, así como otros aspectos organizacionales, entre los cuales se destacan los siguientes:

1. Tanto la persona víctima como la persona presunta agresora, deben estar de acuerdo en participar del programa.

2. La persona ofensora debe aceptar la responsabilidad del daño causado.

3. Debe existir una cultura organizacional orientada en Justicia Restaurativa, especialmente en el Ministerio Público, Defensa Pública y Judicatura, que logre promover entre los intervinientes de los procesos judiciales, optar por el Programa de Justicia Restaurativa como un mecanismo expedito y eficaz para la resolución de conflictos.
4. A nivel nacional debe existir conocimiento del programa, que permita que la ciudadanía tenga confianza en seleccionarlo como una medida alterna a la solución de sus conflictos.

5. Deben existir redes de apoyo suficientes y eficientes que brinden la oportunidad a las personas agresoras de ejecutar su plan reparador.
Ahora bien, en el oficio 212-PLA-2014 la Dirección de Planificación, estableció los costos estimados de un proceso resuelto a través del Programa de Justicia Restaurativa y por medio del proceso ordinario, cuyo cálculo obedece exclusivamente al costo promedio de las remuneraciones (incluyendo salario base, pluses salariales, sustituciones proporcionales, cargas sociales, salario escolar y aguinaldo) de las y los profesionales que intervienen en las distintas etapas de resolución de un caso en materia Penal. En esa oportunidad, no se contempló ningún otro costo incurrido por la Institución como parte del gasto variable que demanda el funcionamiento de una oficina o la etapa de investigación, en virtud de lo complejo que resulta individualizar este tipo de rubros. A continuación, se presenta el resumen de esos costos para cada modalidad de trabajo:

Resolución del Expediente dentro del Programa de Justicia Restaurativa: 
	Instancia Participante
	Imputación

 presupuestaria

	Participación del Ministerio Público
	¢64,126.00

	Participación de la Persona Trabajadora Social o Psicóloga
	¢137,997.00

	Participación de la Defensa Pública
	¢119,723.00

	Participación del Juzgado Penal
	¢18,152.00

	Costo Total del Proceso
	¢339,998.00


Resolución del Expediente dentro de la vía ordinaria:

	Instancia Participante
	Imputación

 presupuestaria

	Participación del Juzgado Penal
	¢133,157.00

	Participación del Tribunal Penal
	¢544,756.00

	Participación del Tribunal de Apelación de Sentencia
	¢1,566,020.00

	Participación de la Sala
	¢4,421,224.00

	Costo Total del Proceso
	¢6,665,157.00


Con base en la información anterior y al  tomar en consideración la cantidad de asuntos que potencialmente se podrían atender por el Programa de Justicia Restaurativa en las zonas anteriormente mencionadas, a continuación se presenta un estimado del costo del proceso ordinario, así como el costo estimado por medio del Programa de Justicia Restaurativa:

Cuadro N° 1

Comparación entre los costos de resolver un proceso judical(a) en la vía ordinaria (en las instancias del Juzgado y Tribunal Penal), así como en el Programa de Justicia Restaurativa

	Zona
	Posible entrada anual al Programa de Justicia

Restaurativa(b) 
	Costo proceso ordinario
(anual) 
	Costo proceso Justicia Restaurativa
(anual)
	DIFERENCIA

(Ahorro)

	Guanacaste
	4671
	¢3.166.531.623,00
	¢1.588.130.658,00
	¢1.578.400.965,00

	Zona Sur
	2068
	¢1.401.924.084,00
	¢703.115.864,00
	¢698.808.220,00

	Puntarenas
	4725
	¢3.203.138.925,00
	¢1.606.490.550,00
	¢1.596.648.375,00

	San Carlos
	2409
	¢1.633.092.417,00
	¢819.055.182,00
	¢814.037.235,00

	Total ahorro presupuestario por año al utilizar el Programa de Justicia Restaurativa
	¢4.687.894.795,00


NOTAS: (a) En la materia Penal (excepto Penal Juvenil). (b) Corresponde al 40% del ingreso de casos penales.

FUENTE: Elaboración propia, a partir de los datos obtenidos del oficio N° 212-PLA-2014 de la Dirección de Planificación.

El cuadro anterior utiliza únicamente los costos del proceso ordinario en el Juzgado y Tribunal Penal, debido a que no necesariamente todos los procesos finalizan por un recurso de apelación y de casación; no obstante, se determina que el ahorro total incluyendo esos recursos sería de     ¢ 6.325.159,00 por proceso.

Cabe señalar que, el monto indicado de ¢4.687.894.795,00 es un dato estimado, ya que se realizó tomando en consideración la entrada de asuntos del 2015 en las Fiscalías donde se recomendó la implementación del programa, además en el supuesto de que el 40% de esa entrada total finalice a través del Programa de Justicia Restaurativa.

Es importante mencionar, que ese ahorro se dará de forma paulatina, pero también se debe considerar que ese monto es de carácter teórico, debido a que el ahorro real se observará en la disminución de los tiempos de duración de los procesos que efectivamente sean atendidos bajo el Programa de Justicia Restaurativa, ya que se espera agilizar la atención de los asuntos que se encuentran en trámite en los Tribunales Penales, lo que igualmente permitirá que esa jurisdicción disponga de condiciones más favorables para atender los asuntos más complejos.

Atentamente,

Elías Muñoz Jiménez, Jefe 

Proceso Ejecución de las Operaciones

Copias: Archivo
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� Aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 39-17 del 26 de abril de 2017, artículo II.


� Este informe se elaboró con base en la versión del proyecto de ley remitida por el personal del Programa de Justicia Restaurativa, en correo electrónico del 21 de febrero del 2017.


� Se excluyen los casos de Penal Juvenil por cuanto la totalidad puede ingresar al Programa de Justicia Restaurativa.
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Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                               con proyección e innovación
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